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En la sesión de día 19 de abril de 2023 el Consejo Consultivo, formado por los miembros 
mencionados y con la asistencia de la letrada jefe, con voz pero sin voto, ha acordado por 
unanimidad de los presentes emitir el dictamen siguiente:

ANTECEDENTES

1. Consulta. El 28 de febrero de 2023 se registra de entrada en nuestra sede una consulta 
formulada mediante escrito de día 23 del mismo mes de la presidenta de las Illes Balears, a 
instancias del consejero de Educación y Formación Profesional, relativa al Proyecto de decreto 
por el cual se regula la Inspección Educativa en las Illes Balears; se adjunta el índice y la copia 
del expediente de elaboración del Proyecto.

2. Consulta pública previa. El 8 de julio de 2022, la jefa del Departamento de Inspección 
Educativa suscribe una Memoria para proponer la elaboración de un nuevo decreto que 
regule la Inspección Educativa de acuerdo con la legislación actual y cambie «aspectes que no 
se adapten adequadament da la realitat actual del sistema educatiu o que són susceptibles 

». El consejero de Educación y Formación Profesional, el 12 de 
julio de 2022, ordena a la secretaría general que lleve a cabo el trámite de consulta pública 
previa. En efecto, se certifica la publicación en la web Participació Ciutadana del 13 de julio al 
2 de agosto de la iniciativa normativa, sin recibir aportaciones.

3. Inicio del procedimiento. El 31 de agosto de 2022, el mismo consejero dispone el inicio del 
procedimiento y designa al secretario general como responsable de su tramitación.

Del expediente aportado con la consulta (presentado en formato digital), debidamente 
indexado, sobre el procedimiento seguido en la fase inicial de elaboración de este proyecto 
normativo, debemos destacar los siguientes trámites:

a) La primera Memoria de análisis de impacto normativo (MAIN) justifica la oportunidad de 
la norma, el marco normativo en que se inserta, las disposiciones afectadas y vigencias y los 
impactos económico y presupuestario. Así mismo fundamenta no realizarse estudio de cargas 
administrativas, analiza y considera positivo el impacto sobre la familia, la infancia y la 
adolescencia, y la igualdad tanto en su perspectiva de género, orientación sexual como 
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discapacidad. Explica, por último, que no se precisa analizar el impacto sobre el cambio 
climático al considerar que el proyecto no tiene repercusión alguna en ese campo. 

4. Fase de audiencia y participación. 

a) Redactado un primer borrador, a partir del 1 de septiembre de 2022, el secretario general 
lo remite a todas las direcciones generales de la Consejería y a la 

, la Unión Sindical de Inspectores de Educación a les Illes Balears, 
el Instituto Balear de Infraestructuras y Servicios Educativos, las delegaciones territoriales de 
Educación, las secretarías generales de las consejerías, y la Fundación para los Estudios 
Superiores de Música y Artes Escénicas. 

b) En el BOIB núm. 116, de 3 de septiembre de 2022, se publica el edicto de información 
pública del Proyecto. 

c) Constan en el expediente las observaciones presentadas por: los servicios jurídicos de 
Asuntos Sociales y Deportes (7 de septiembre); Modelo Económico, Turismo y Trabajo (9 de 
septiembre de 2022); la Dirección General de Planificación y Centros y la de Personal Docente 
(13 de septiembre de 2022). 

d) Así mismo presentan alegaciones el 16 de septiembre de 2022: la Asociación de Inspectores 
(ADIDE IB) y la Unión Sindical de Inspectores de Educación (USIE Illes Balears), básicamente 
sobre aspectos organizativos y funcionales. ADIDE IB insiste en que los inspectores no pueden 
convocar los órganos de gobierno o coordinación docente de los centros docentes. 

e) Mediante certificado se hace constar que la iniciativa normativa se publica en virtud de la 
normativa de Transparencia de 5 a 16 de septiembre de 2022, registrándose 24 visitas. 

f) Según certificados aportados (aunque no las actas) consta que el Proyecto ha sido objeto 
de debate en el seno de la Mesa Sectorial de Educación (15 de septiembre de 2022) y en la 
Mesa de Diálogo Permanente con los Directores de los Centros Educativos (10 de 
septiembre). 

g) A continuación se incorporan alegaciones presentadas por: el Sindicato de Alternativa 
Docente, la  de la PIME Balears (21 de septiembre); la Associació 
de nsenyança Secundària de Menorca (ADESME) (23 de septiembre); Unió 
Obrera Balear. 

h) Estas aportaciones son objeto de análisis detallado en el informe del secretario general de 
la Consejería, de 30 de septiembre de 2022, al que se remite la segunda MAIN. 

5. Fase conclusiva del procedimiento de elaboración. A partir del 3 de octubre de 2022 se 
incorporan los siguientes informes. 

a) El informe de impacto de género del Instituto Balear de la Mujer incluye recomendaciones 
en cuatro apartados: la revisión del lenguaje «
normatiu» y «en el quefer de »; la formación 
específica en igualdad de la inspección educativa; la composición paritaria de la comisión de 
coordinación y la vigilancia en los centros del cumplimiento de la ley de igualdad a cargo de 
la Inspección Educativa. 

b) En su sesión plenaria, de 18 de enero de 2023, el Consejo Escolar de las Illes Balears aprueba 
el Informe 14/2022 por mayoría en relación con el Proyecto. En dicho Informe, aparte de 
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considerar que faltan inspectores, destacan las observaciones de tipo organizativo y 
funcional, así como una relativa a la preocupación por las indemnizaciones por utilización del 
vehículo particular, y otras en relación con el nombramiento del jefe del departamento. 

c) El 6 de febrero de 2023, el secretario general suscribe la tercera MAIN a la que se adjunta 
el informe de valoración pormenorizada de las alegaciones resultantes de los informes del 
IBD y del CEIB, indicando motivadamente si se aceptan o no. A resultas de dicho trámite se 
elabora una tercera versión del Proyecto, tanto en lengua catalana como castellana. 

d) El 17 de febrero de 2023, el Servicio Jurídico de la consejería emite informe favorable con 
una observación puntual en relación con los artículos 13 y 14 del Proyecto y la definición de 
las demarcaciones de la Inspección Educativa. 

e) En igual fecha, emite un informe favorable el secretario general, remitiéndose al informe 
jurídico. 

f) El 20 de febrero de 2023, el mismo secretario general suscribe la cuarta MAIN introduciendo 
los añadidos acaecidos durante la tramitación. 

6. Finalmente, se ha incorporado al expediente, el índice y la versión definitiva del Proyecto, 
sin firmar ni fechar y en lengua catalana. 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

Primera 
Legitimación y naturaleza del dictamen 

La presidenta de las Illes Balears solicita el dictamen con carácter preceptivo. La cuestión está 
resuelta en el Dictamen 14/2001 que da lugar al Decreto 36/2001, de 9 de marzo, que regula 
actualmente la Inspección Educativa. Así mismo, el Consejo Consultivo ha establecido las 
diferencias entre reglamentos organizativos o no, para admitir o no su carácter facultativo o 
no, en el Dictamen 117/2022, precisamente con motivo de una iniciativa de la misma 
Consejería de Educación y Formación Profesional. 

Por otro lado, el Decreto 20/2021, de 29 de marzo, que modifica parcialmente el Decreto 
36/2001, no se somete a dictamen de este Consejo Consultivo, aduciendo que se trata de 
norma organizativa. Por lo demás, pese a que no se nos informa en la MAIN, es público que 
se ha interpuesto el recurso contencioso administrativo PO 248/2021 ante el Tribunal 
Superior de Justicia de las Illes Balears ya resuelto mediante la Sentencia n.º 28/2023, recaída 
el 13 de enero de 2023. El objeto de dicho recurso es la adjudicación del puesto de jefa de 
Departamento de Inspección Educativa, adjudicación efectuada de conformidad con el 
Decreto 20/2021. La Sentencia concluye desestimando el recurso y considera que: 

 En fin, coincidiendo ambas partes que la modificación impugnada es decisión que 
afecta a las potestades de autoorganización, la exclusión de la negociación colectiva está 
prevista en el precepto antes mencionado salvo cuando «tengan repercusión sobre 
condiciones de trabajo de los funcionarios públicos contempladas en el apartado anterior». 
Y este es el núcleo de la cuestión controvertida. 

El sindicato recurrente considera que la modificación sí tiene repercusión en las 
condiciones de trabajo porque «
càrrec de Ca
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un criterio 
paràgraf segon, procedeix la negociació amb les organitzacions sindicals a què fa referència 

 Treballadors Públics. Per tant, en aquest supòsit, com que no ha dut a 
terme la negociació o en el seu cas la consulta amb els agents socials, en definitiva, no fou 
convocada la mesa sectorial ent jurídic, la norma 
impugnada és nul·la de ple dret.» 

Discrepamos de dicha interpretación porque la modificación no fija «criterios generales» 
en materia de acceso al empleo público ni criterios generales en materia del sistema de 
provisión de puestos de trabajo, sino modificación de un requisito particular y singular para 
la cobertura de un concreto puesto de trabajo. Dicha modificación no altera los criterios 
generales sobre los sistemas de provisión de puestos de trabajo de la Administración 
demandada. 

El art. 37.2.e) EBEP excluye de la obligatoriedad de la negociación la regulación y 
determinación concreta, en cada caso, de los sistemas, criterios, órganos y procedimientos 
de acceso al empleo público y la promoción profesional. Esto es, la modificación de lo que 
no son criterios generales en materia de acceso al empleo público o de provisión de 
puestos. Y la decisión recurrida no lo es. En consecuencia, una medida organizativa que 
afecta a una determinación concreta de un singular puesto de trabajo, ajustando la 
temporalidad de un requisito (la antigüedad mínima) que ya estaba contemplado en la 
norma modificada, no puede calificarse como medida que afecte a las condiciones de 
trabajo del puesto de Jefe del Departamento de la Inspección Educativa. La forma en que 
el titular desempeñe las funciones del indicado puesto, no queda en modo alguno 
alteradas. 

La referencia a las «condiciones de trabajo» debe entenderse en relación al conjunto de 
obligaciones y derechos que regulan las relaciones de trabajo en el ámbito de la función 
pública y que constituyen la prestación que el empleado desempeña de acuerdo a su 
jornada, horarios, salario, clasificación profesional, vacaciones, permisos, etcétera. 

Por último, reconocida la condición de disposición reglamentaria de naturaleza 
organizativa, ya no entra en juego la pretensión subsidiaria respecto a que, de considerarse 
como reglamento ejecutivo, faltaría el dictamen del Consell Consultiu. 

 

Sin embargo, el Consejo Consultivo considera que aquí, a diferencia del supuesto de la 
sentencia, nos hallamos ante un Proyecto de decreto completo redactado ex novo que, 
incluso aunque reproduzca literalmente normas anteriores, dicho texto solamente en parte 
es de carácter organizativo. 

La realidad es que la presente norma en proyecto (que regula completamente la Inspección 
educativa de nuevo) es una norma con un carácter organizativo pero impregnada de 
cuestiones que tienen un amplio abanico de destinatarios, al tratarse de toda la comunidad 
educativa y dentro de esta hay que computar no solo el profesorado sino también los alumnos 
y las familias de los alumnos, además de los centros ajenos a la Administración. 

En consecuencia, el Proyecto tiene efectos ad extra y además es desarrollo directo de la 
Ley 1/2022, de 8 de marzo, de educación de las Illes Balears y el dictamen solicitado tiene el 
carácter de preceptivo y el Consejo Consultivo es competente para emitirlo. 

Segunda 
Análisis del procedimiento 

Resultan de aplicación al procedimiento de elaboración del Proyecto de decreto las 
disposiciones de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de 
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las administraciones públicas (LPACAP), si bien debe tenerse en cuenta la Sentencia del 
Tribunal Constitucional de 24 de mayo de 2018 que resuelve el recurso de 
inconstitucionalidad núm. 3628/2016, tal y como ya se ha indicado en los últimos dictámenes 
de este Consejo Consultivo, y que despliega sus efectos a partir de su publicación en el BOE 
núm. 151, de 22 de junio de 2018, en el siguiente sentido: no resulta exigible a las 
comunidades autónomas la publicación de sus iniciativas legislativas en el plan anual 
normativo previsto en el artículo 132 de la LPCAP; el trámite de consulta previa regulado en 
el artículo 133 sigue siendo exigible, aunque no en los mismos términos establecidos en este 
precepto aplicable al Estado , pudiendo prescindirse en los términos de lo dispuesto en el 
primer párrafo del apartado 4 de este artículo 133. Por otra parte, también resultan de 
aplicación los trámites previstos en la Ley 1/2019, de 31 de enero, del gobierno de las Illes 
Balears, que se han cumplido, en aquello más sustancial, en el expediente. En concreto, 
constan los trámites siguientes: 

i) Se ha llevado a cabo el trámite de consulta pública previa. 

ii) Consta resolución de inicio del procedimiento, adoptada por el consejero de Educación y 
Formación Profesional el 31 de agosto de 2022. 

iii) Se han suscrito las correspondientes MAIN: en la fase inicial, después de realizarse los 
trámites de audiencia e información pública, después del informe del IBD y del CEIB, y, 
finalmente, al final después del informe jurídico, cumpliendo los requisitos establecidos. 

iv) Se ha realizado el trámite de audiencia y participación pública. En efecto, consta que se ha 
dado traslado del proyecto directamente a los principales representantes del colectivo de 
inspectores y de directores, al Consell Escolar de les Illes Balears y se ha publicado la iniciativa 
en la web de Participación y en el BOIB. Así mismo se ha dado audiencia y participación a la 
Mesa Sectorial de Educación (aportando algunos sindicatos como queda dicho su parecer 
sobre la iniciativa reglamentaria). 

v) Las alegaciones presentadas constan debidamente analizadas en el informe que suscribe el 
secretario general de la Consejería y en la MAIN. 

vi) Consta en el expediente el informe de impacto de género, emitido de acuerdo con el 
artículo 5.3 de la Ley 11/2016, de 28 de julio, de igualdad de mujeres y hombres. En el caso 
presente, el Instituto Balear de la Mujer ha emitido este informe con carácter favorable al 
Proyecto, pero con propuestas de mejora o recomendaciones, valoradas por el órgano 
responsable de la tramitación e incorporadas al texto final del Proyecto. 

vii) En cuanto a la evaluación de los posibles impactos exigidos por diferentes normas legales, 
se justifica en la MAIN la falta de impacto previsto en la Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de 
protección a las familias numerosas; en la Ley 9/2019, de 19 de febrero, de atención y los 
derechos de la infancia y la adolescencia de las Illes Balears; en la Ley 8/2016, de 30 de mayo, 
para garantizar los derechos de lesbianas, gais, trans, bisexuales e intersexuales y para 
erradicar la LGTBI-fobia; y en la Ley 10/2019, de 22 de febrero, de cambio climático y 
transición energética. 

Asimismo, se indica en la MAIN que, dada la naturaleza de la regulación proyectada, no se 
produce impacto alguno en la igualdad de oportunidades, ni supone ninguna discriminación 
para las personas con discapacidad. 
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viii) Se ha emitido el preceptivo informe del Servicio Jurídico de la consejería impulsora de la 
norma, de carácter favorable a la tramitación seguida. 

ix) Aunque no consta en el expediente, sí se puede fácilmente comprobar que se da 
cumplimiento a las obligaciones previstas en el artículo 7, letras c y d, de la Ley 19/2013, de 9 
de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. En 
consecuencia, debemos recomendar incorporar al expediente certificación acreditativa del 
cumplimiento de esta obligación, por supuesto, mediante documento electrónico. 

Se mencionan tanto en la MAIN como en el preámbulo del Proyecto los principios de buena 
regulación. El Consejo Consultivo recuerda que el mero enunciado formal de dichos principios 
no es lo que pretende el legislador. El legislador (reléanse los artículos 49 y 50 de la Ley balear 
1/2019) dispone que los principios tengan eficacia real y, en suma, supongan una mejor 
regulación. En el caso presente, es particularmente útil recordar las exigencias de evaluación 
de los reglamentos vigentes (piénsese que se pretende sustituir íntegramente el Decreto 
36/2001). Así recordamos lo que ya hemos señalado en el Dictamen 117/2022, con objeto de 
un Proyecto de la misma Consejería: 

Aquesta avaluació, que ha de ser ex ante i ex post, cobra especial significat quan es tracta 
de modificar una norma ja vigent, de manera que no hi ha excusa per no avaluar de manera 
qualitativa i quantitativa els resultats obtinguts amb la normativa anterior i els objectius 

sector normatiu de què es tracta. 

Por lo demás, el procedimiento tramitado para elaborar el Proyecto cumple con las exigencias 
esenciales de la Ley balear 1/2019. 

Tercera 
Marco competencial y normativo 

El Proyecto de decreto que se examina tiene por objeto regular por completo la Inspección 
Educativa de acuerdo con la legalidad vigente. 

El marco normativo y títulos competenciales que habilitan al Gobierno de las Illes Balears para 
aprobar, mediante Decreto, el presente proyecto es el siguiente: 

a) El Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, aprobado por la Ley Orgánica 1/2007, de 28 
de febrero. Su artículo 36.2 establece, en materia de enseñanza, que corresponde a la 
Comunidad Autónoma de las Illes Balears la competencia de desarrollo legislativo y de 
ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles, grados, modalidades y 
especialidades. 

b) Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de educación, modificada por la Ley Orgánica 3/2020, 
de 29 de diciembre: 

Artículo 148. Inspección del sistema educativo. 

1. Es competencia y responsabilidad de los poderes públicos la inspección, supervisión y 
evaluación del sistema educativo. 

2. Corresponde a las Administraciones públicas competentes ordenar, regular y ejercer la 
inspección educativa dentro del respectivo ámbito territorial. 

3. La inspección educativa se realizará sobre todos los elementos y aspectos del sistema 
educativo, a fin de asegurar el cumplimiento de las leyes, la garantía de los derechos y la 
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observancia de los deberes de cuantos participan en los procesos de enseñanza y 
aprendizaje, la mejora del sistema educativo y la calidad y equidad de la enseñanza. 

 

Artículo 152. Inspectores de Educación. 

La inspección educativa será ejercida por las Administraciones educativas a través de 
funcionarios públicos del Cuerpo de Inspectores de Educación, así como los pertenecientes 
al extinguido Cuerpo de Inspectores al servicio de la Administración educativa creado por 
la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, 
modificada por la Ley 23/1988, de 28 de julio, que no hubieran optado en su momento por 
su incorporación al de Inspectores de Educación. 

[...] 

Artículo 154. Organización de la inspección educativa. 

1. Las Administraciones educativas regularán la estructura y el funcionamiento de los 
órganos que establezcan para el desempeño de la inspección educativa en sus respectivos 
ámbitos territoriales. 

2. La estructura a la que se refiere el apartado anterior podrá organizarse sobre la base de 
los perfiles profesionales de los inspectores, entendidos en función de los criterios 
siguientes: titulaciones universitarias, cursos de formación en el ejercicio de la inspección, 
experiencia profesional en la docencia y experiencia en la propia inspección educativa. 

3. En los procedimientos para la provisión de puestos de trabajo en la inspección educativa 
podrán tenerse en consideración las necesidades de las respectivas Administraciones 
educativas y podrá ser valorada como mérito la especialización de los aspirantes de 
acuerdo con las condiciones descritas en el apartado anterior. 

 

Disposición adicional sexta. Bases del régimen estatutario de la función pública docente. 

1. Son bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos docentes, además de las 
recogidas, con tal carácter, en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma 
de la Función Pública, modificada por la Ley 23/1988, de 28 de julio, las reguladas por esta 
Ley y la normativa que la desarrolle, para el ingreso, la movilidad entre los cuerpos 
docentes, la reordenación de los cuerpos y escalas, y la provisión de plazas mediante 
concursos de traslados de ámbito estatal. El Gobierno desarrollará reglamentariamente 
dichas bases en aquellos aspectos básicos que sean necesarios para garantizar el marco 
común básico de la función pública docente. 

2. Las Comunidades Autónomas ordenarán su función pública docente en el marco de sus 
competencias, respetando, en todo caso, las normas básicas a que se hace referencia en el 
apartado anterior. 

3. Periódicamente, las Administraciones educativas convocarán concursos de traslado de 
ámbito estatal, a efectos de proceder a la provisión de las plazas vacantes que determinen 
en los centros docentes de enseñanza dependientes de aquéllas, así como para garantizar 
la posible concurrencia de los funcionarios de su ámbito de gestión a plazas de otras 
Administraciones educativas y, en su caso, si procede, la adjudicación de aquellas que 
resulten del propio concurso. En estos concursos podrán participar todos los funcionarios 
públicos docentes, cualquiera que sea la Administración educativa de la que dependan o 
por la que hayan ingresado, siempre que reúnan los requisitos generales y los específicos 
que, de acuerdo con las respectivas plantillas o relaciones de puestos de trabajo, 
establezcan dichas convocatorias. 

 

Disposición adicional séptima. Ordenación de la función pública docente y funciones de los 
cuerpos docentes. 
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1. La función pública docente se ordena en los siguientes cuerpos: 

artículo 151 de la presente Ley. 

 

c) Ley 1/2022, de 8 de marzo, de educación de las Illes Balears. 

Artículo 149. Inspección del sistema educativo. 

1. La administración educativa ejerce la inspección del sistema educativo respecto a todos 
los centros, de cualquier titularidad y régimen jurídico; de los programas, y del resto de 
elementos que integran el sistema educativo, con el fin de asegurar la aplicación del 
ordenamiento jurídico y garantizar el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los 
deberes que se derivan, para contribuir así a la mejora de la calidad y de la equidad en la 
educación. 

2. Esta competencia se hará efectiva a través del Departamento de Inspección Educativa, 
compuesto por funcionarios y funcionarias del cuerpo de inspectores de educación, que se 
nutrirá de personas seleccionadas con criterios técnicos, y cuyo número debe ser suficiente 
para garantizar el cumplimiento de sus funciones en todos los centros educativos de las 
Illes Balears. En el ejercicio de sus atribuciones y funciones, actuarán de conformidad con 
los principios de autonomía profesional e independencia de criterio técnico, imparcialidad 
y transparencia en sus actuaciones, instrumentos y técnicas utilizadas, además de los 
principios éticos previstos en la normativa de función pública. En el ejercicio de sus 
funciones tendrán la condición de autoridad pública. 

3. Corresponde al Gobierno de las Illes Balears regular la estructura, las atribuciones y el 
funcionamiento del Departamento de Inspección Educativa, bajo la dependencia orgánica 
y funcional del consejero competente en materia de educación. 

d) Real Decreto 1876/1997, de 12 de diciembre, sobre traspaso de funciones y servicios de la 
Administración del Estado a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en materia de 
enseñanza no universitaria. 

e) Real Decreto 276/2007, de 23 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de ingreso, 
accesos y adquisición de nuevas especialidades en los cuerpos docentes a que se refiere la 
Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, y se regula el régimen transitorio de ingreso 
a que se refiere la disposición transitoria decimoséptima de la citada ley; norma que es de 
carácter básico, a excepción de determinados preceptos. En dicho reglamento, aunque con 
algunos cambios operados por las sucesivas reformas de la Ley Orgánica 2/2006, se regulan 
el acceso al Cuerpo de Inspectores de Educación (artículos 40 a 48), el procedimiento y las 
especificaciones a que deben ajustarse los baremos de méritos para el acceso al Cuerpo de 
Inspectores de Educación. 

f) El Decreto 36/2001, de 9 de marzo, por el que se regula la Inspección Educativa en el ámbito 
de la enseñanza no universitaria, modificado a su vez, por el ya citado Decreto 20/2021, es la 
normativa que se halla vigente y que se verá derogada por el reglamento en proyecto. 

g) La Orden del consejero de Educación y Cultura de 24 de marzo de 2011, por la cual se regula 
la organización y el funcionamiento de la Inspección Educativa, también actualmente vigente 
y afectada por la derogación propuesta. 

h) La Orden del consejero de Educación, Cultura y Universidades, de 9 de julio de 2013, por la 
cual se regula el procedimiento para la ocupación de puestos de trabajo de inspectores de 
Educación en comisión de servicios está afectada por dos Sentencias del Tribunal Superior de 
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Justicia, una de 30 de junio de 2014 (PO 27/2014) y otra de 29 de septiembre de 2014, (PO 
289/2013) aunque no está derogada completamente. 

A la vista de los datos de derecho positivo mencionados, no cabe duda alguna que la 
Comunidad Autónoma, respetando la normativa básica, es competente en la materia de 
inspección educativa, ya que se le atribuye tanto por el Estatuto de Autonomía como por la 
Ley Orgánica de Educación vigente. Y en el ámbito autonómico, examinada la Ley balear 
1/2022, es competente el Gobierno de las Illes Balears para aprobar este Proyecto en ejercicio 
de la potestad reglamentaria que tiene atribuida sobre esta materia. 

Cuarta 
Análisis general del Proyecto 

El Proyecto examinado consta de un preámbulo, veinticuatro artículos, estructurados en 
cuatro capítulos, cuatro disposiciones adicionales, una transitoria, una derogatoria, dos 
finales. 

El contenido del Proyecto es el siguiente: 

Capítulo I. Disposiciones generales (artículos 1 a 10). 

Capítulo II. Organización, estructura y funcionamiento de la Inspección Educativa (11-19). 

Capítulo III. Acceso a la Inspección Educativa (20-22). 

Capítulo IV. Formación y evaluación de la Inspección Educativa (23-24). 

Disposiciones adicionales sobre: lenguaje no sexista, protección de datos, relación con 
representantes de los inspectores, demarcaciones de la Inspección. 

Disposición transitoria, sobre vigencia de la normativa anterior y aplicación a partir del 
próximo curso escolar. 

Disposición derogatoria que establece la derogación expresa de los vigentes reglamentos. 

Disposiciones finales, la primera, habilitante al consejero de Educación y Formación 
Profesional para desarrollo del reglamento y la segunda, para determinar la entrada en vigor 
al día siguiente de su publicación. 

En términos generales, la Consejería aduce la redacción de un completo reglamento 
basándose en la aprobación de la Ley 1/2022, de 8 de marzo. En realidad, muchos de los 
preceptos del Decreto 36/2001 y del Decreto 20/2021 se mantienen, casi literalmente. La 
modificación nuclear está en la consideración del personal de la Inspección (integrante desde 
la legislación estatal en la función pública docente) como dependiente directa, orgánica y 
funcionalmente de la Consejería de Educación y Formación Profesional, dando lugar a un 
régimen estatutario docente (tal como ya menciona la disposición adicional sexta de la Ley 
Orgánica 2/2006). Ello se acentúa en la nueva Ley 1/2022, de 8 de marzo, de educación de las 
Illes Balears, que establece: 

Artículo 83. Ordenación de la función pública docente. 

1. La función pública docente de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, que estará 
informada de los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad, se ordenará de 
acuerdo con la normativa básica específica estatal, por lo establecido en la presente ley y 
por la normativa autonómica específica de desarrollo. En aquellas materias no reguladas 
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por la normativa anterior, será de aplicación la normativa básica estatal de función pública 
y la normativa de función pública de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. 

 

3. El personal docente funcionario de carrera e interino se regirá por: 

a) Las normas que regulan las bases del régimen estatutario del personal funcionario 
docente. 

b) Las disposiciones de esta ley y las normas que la desarrollen. 

c) La norma de rango legal reguladora del Estatuto básico del empleado público que le sea 
aplicable. 

d) La normativa reguladora de la función pública de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de las Illes Balears, en caso de que no haya una normativa específica aplicable. 

 

Artículo 99. Reconocimiento de competencias. 

1. En materia de función pública docente, corresponden al Consejo de Gobierno de las Illes 
Balears las competencias que le sean atribuidas en la legislación general de la comunidad 
autónoma. 

2. La persona titular de la consejería competente en materia de educación tendrá las 
atribuciones siguientes: 

a) Ejercer la potestad reglamentaria en la materia, sin perjuicio de la que corresponde al 
Consejo de Gobierno. 

b) Proponer al Consejo de Gobierno la aprobación de la relación de puestos de trabajo del 
personal docente no universitario. 

 

A partir de aquí se refuerza la potestad reglamentaria en materia de función pública docente 
del Gobierno y del consejero competente en materia de educación. 

El Proyecto es muy parco precisamente en la materia de función pública docente, relativa, 
claro está, al Cuerpo de Inspectores de Educación y la intervención de la Comunidad 
Autónoma, como administración educativa, en el proceso de selección, provisión y concursos, 
formación y evaluación, queda muy poco definida, aunque este sería el texto reglamentario 
adecuado. La voluntad de la Consejería se confirma en el precepto del artículo 20.2: «Els 
processos 

convocatòria corresponent». Y tal llamada a la normativa básica se repite en el artículo 21.1 
relativo a las comisiones de servicio. Por lo demás, en gran parte la regulación abierta a la 
concreción por las administraciones educativas en el RD 276/2007, de 23 de febrero, seguirá 
sin ningún desarrollo reglamentario en las Illes Balears. En parte asienta su lógica en que nos 
hallamos ante un cuerpo funcionarial docente regulado por la normativa básica del Estado y 
con validez en toda España. En parte, ello significa que en cada convocatoria de procesos 
selectivos, de concursos o de provisión o de comisión de servicios, las mismas deberán 
ajustarse a la normativa y podrán innovar o concretar en función de la normativa vigente. En 
tal sentido, el artículo 1 induce a error cuando señala que se regulan «los mecanismos para 
acceder» al Cuerpo. 
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No hay que olvidar que al Cuerpo de Inspectores de Educación solamente pueden acceder 
quienes ya son funcionarios de carrera de otros cuerpos docentes, tienen un título de 
postgrado o licenciatura y con ocho años de experiencia amén de superar el proceso selectivo. 

El nombramiento del jefe del Departamento de Inspección Educativa pasa a depender 
únicamente del consejero de Educación y Formación Profesional. 

En otros aspectos, como el de los fines, funciones y atribuciones de la Inspección Educativa, 
la organización y las actuaciones de la misma, el Proyecto es muy poco innovador respecto de 
las normas anteriores. 

Quinta 
Observaciones al Proyecto 

El Consejo Consultivo teniendo en cuenta el marco legal establecido formula las siguientes 
observaciones. 

A) La mención única al Cuerpo de Inspectores de Educación (art. 2.3 del Proyecto). 

Hay que recordar que la disposición adicional decimotercera de la Ley Orgánica 2/2006 regula 
el desempeño de la función inspectora por funcionarios no pertenecientes al Cuerpo de 
inspectores de Educación sino al Cuerpo de Inspectores al Servicio de la Administración 
educativa que se declara a extinguir. Puede ser que no se mencione dicha eventualidad por 
razones lógicas (si está extinto el cuerpo mencionado en último lugar) pero ello debe 
informarse expresamente en la Memoria e incluso en el preámbulo una mención a esa 
supresión de facto. 

B) Los inspectores en comisión de servicios desde otros cuerpos docentes (art. 2.3, 21 del 
Proyecto). 

Por otra parte, la mención en el art. 2.3 al «personal funcionario de otros cuerpos docentes 
que ejerza la función inspectora, con carácter temporal, en comisión de servicios» exige un 
análisis más detallado. 

Para el Consejo Consultivo, como ya decimos en el Dictamen 59/2013, debe exigirse una nota 
de excepcionalidad, puesto que la provisión normal de los puestos será mediante el concurso 
ordinario entre los inspectores de educación o mediante la adjudicación ordinaria de puestos 
después de un proceso selectivo. Así se deduce del artículo 154 de la Ley 1/2022, así como el 
artículo 83 y la disposición adicional sexta de la LOE. La Ley balear 1/2022 (LEIB) no cambia el 
régimen esencial de la función pública excepto la normativa con especial atención a 
situaciones específicas de la función pública docente (artículos 84 y 88 de la LEIB). De hecho, 
en el artículo 88 se dispone: 

Artículo 88. Provisión de puestos de trabajo mediante comisión de servicios. 

1. La consejería, de manera motivada y por necesidades del servicio o funcionales, puede 
trasladar, en comisión de servicios, a los funcionarios de carrera docentes a puestos de 
trabajo a otros centros o servicios educativos diferentes del centro donde obtuvieron plaza 
por concurso, dando prioridad a la voluntariedad de los traslados si implican cambio de 
residencia. 

2. La consejería podrá hacer convocatorias para ocupar puestos en comisión de servicios 
entre los funcionarios de carrera. Las convocatorias, que respetarán los principios de 
igualdad, mérito, capacidad y publicidad, determinarán, al menos, los requisitos, las 
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circunstancias, los méritos y las condiciones para solicitarlas y establecerán las prioridades 
para otorgarlas. 

3. La adjudicación de una comisión de servicios o de una atribución temporal de funciones 
supone la reserva del puesto de trabajo de origen. 

4. El personal docente funcionario de carrera podrá acceder a los puestos de trabajo de la 
administración autonómica que se determinen. En todo caso, tendrá las mismas garantías 
que las establecidas con carácter general en la normativa de función pública para los casos 
de remoción y cese. 

En el artículo 154 de la LIEB se prescribe: 

Artículo 154. Acceso al cuerpo de inspectores de educación. 

1. El acceso al cuerpo de inspectores de educación se hará mediante concurso oposición, 
al cual podrán acceder los aspirantes que cuenten con una antigüedad mínima de ocho 
años en uno de los cuerpos que integran la función pública docente y con una experiencia 
docente de la misma duración. 

2. La función inspectora educativa también podrá ser ejercida por funcionarios docentes 
en comisión de servicios, para ocupar transitoriamente puestos de trabajo vacantes, a los 
cuales se podrá acceder mediante un concurso que cumpla los requerimientos de igualdad, 
mérito, capacidad y publicidad. 

Ni la LOE ni el RD 276/2007 mencionan la comisión de servicios como forma de provisión 
especial de puestos de inspectores de educación. 

La inteligencia del precepto legal autonómico conduce a una excepcionalidad, permitida sólo 
para casos motivados y de modo transitorio. Cuál sea el plazo de esta transitoriedad es otro 
problema que podría resolver el Proyecto en ciernes, lo cual no hace, ciertamente. En tal caso, 
al menos, la Administración educativa tiene que justificar lo excepcional de la medida y sus 
causas, por ejemplo, que convocados los oportunos procesos no hay participación suficiente. 
No hay que olvidar que se trata de funcionarios que son de otros cuerpos docentes aunque 
cumplen los requisitos subjetivos exigidos para aspirar al acceso al Cuerpo de Inspectores de 
Educación. 

Se requiere reformular pues el art. 2.3 y el art. 21.1 del Proyecto reforzando a su vez el 
apartado 4 del art. 21. 

Igualmente precisa reformular el apartado 2 por cuanto es imprescindible que se exijan para 
acceder a estas comisiones de servicios (es decir ocupar estos puestos provisionalmente) el 
cumplimiento de los requisitos subjetivos básicos que están dispuestos en la legislación básica 
(observemos que la Ley balear no ha trasladado con precisión estos requisitos); así, la 
disposición adicional décima de la LOE exige: 

5. Para acceder al Cuerpo de Inspectores de Educación será necesario pertenecer a alguno 
de los cuerpos que integran la función pública docente con al menos una experiencia de 
ocho años en los mismos y estar en posesión del título de Doctorado, Máster Universitario, 
Licenciatura, Ingeniería, Arquitectura o título equivalente y superar el correspondiente 
proceso selectivo, así como, en su caso, acreditar el conocimiento de la lengua cooficial de 
la Comunidad Autónoma de destino, de acuerdo con su normativa 

Y más aún, en la disposición adicional duodécima de la LOE se establece: 

4. El acceso al cuerpo de Inspectores de educación se realizará mediante concurso- 
oposición. Los aspirantes deberán contar con una antigüedad mínima de ocho años en 
alguno de los cuerpos que integran la función pública docente y una experiencia docente 
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de igual duración. Las Administraciones educativas convocarán el concurso-oposición 
correspondiente con sujeción a los siguientes criterios: 

a) En la fase de concurso se valorará la trayectoria profesional de los candidatos y sus 
méritos específicos como docentes, el desempeño de cargos directivos con evaluación 
positiva y la pertenencia a alguno de los cuerpos de catedráticos a los que se refiere esta 
Ley. 

b) La fase de oposición consistirá en la valoración de la capacidad de liderazgo pedagógico 
y la evaluación de las competencias propias de la función inspectora de los aspirantes, así 
como los conocimientos pedagógicos, de administración y legislación educativa para el 
desempeño de la misma. 

c) En las convocatorias de acceso al cuerpo de inspectores, las Administraciones educativas 
podrán reservar hasta un tercio de las plazas para la provisión mediante concurso de 
méritos destinado al profesorado que, reuniendo los requisitos generales, hayan ejercido 
con evaluación positiva, al menos durante tres mandatos, el cargo de director o directora. 

Por tanto, deberán añadirse como requisitos para optar a estas comisiones de servicio, los 
requisitos de titulación, de experiencia profesional y de conocimiento de la lengua catalana y 
como méritos a valorar: la trayectoria profesional, el desempeño de cargos directivos con 
evaluación positiva, la pertenencia a cuerpos de catedráticos, entre otros, al menos, siendo 
lógico valorar haber participado en las pruebas selectivas del concurso oposición. 

Por último, el apartado 3 del art. 21 ahora examinado, deja abierta la posibilidad que la 
convocatoria establezca el plazo inicial de duración de la comisión de servicios. Dicha opción 
no parece que concuerde con la temporalidad y excepcionalidad (transitoriedad señala la 
LEIB) de la ocupación temporal del puesto. Lo lógico es que el reglamento establezca un plazo 
inicial a partir del cual operan las prórrogas reglamentarias. 

Estas observaciones son esenciales porque afectan a la legalidad del reglamento. 

C) Sobre el art. 4, funciones de la Inspección Educativa (en relación también con el art. 13.2.i). 

Se han enumerado muchas funciones y de modo tan amplio que poco cabría añadir por parte 
de este Consejo. No obstante, consideramos conveniente que todas las funciones que tiene 
el jefe del Departamento las tiene porque también están atribuidas a la Inspección. Es 
particularmente visible en el caso del apartado (i) que atribuye al jefe del Departamento: 
«Coordinar la supervisión de la documentación pedagógica de los centros que se ha de remitir 
al organismo intermedio en relación con la gestión de los fondos europeos». Tal función debe 
estar también enunciada en el art. 4 porque está claro que corresponde a todo el 
Departamento y al jefe del Departamento solamente le corresponderá «coordinar» o 
«supervisar». De hecho esta función proviene del Decreto 20/2021 (que no fue objeto de 
dictamen por este órgano de consulta). 

La redacción del apartado i) también debe mejorar, porque no se entiende muy bien qué sea 
«coordinar la supervisión de la documentación» y porque no solamente será «documentación 
pedagógica de los centros» tratándose de ejecución de fondos europeos, en relación con el 
control de los mismos. Debemos suponer (y si no debería justificarse) que, además de 
documentación de los centros, habrá documentación administrativa, presupuestaria o de tipo 
económico o contractual. La MAIN además y el preámbulo no hablan de «documentación 
pedagógica». En el preámbulo mismo se lee, en relación con los fondos de inversiones del 
Plan de Recuperación Transformación y Resiliencia de España que «se exige la aplicación de 
mecanismos para la evaluación de las inversiones y la rendición de cuentas». 



 

14 

Esta observación es esencial. 

Por otra parte, efectuado un repaso de la normativa de la LEIB, se echa en falta mencionar 
funciones que sí tienen un reflejo en la Ley y se olvidan en el Proyecto: a) la participación en 
la escolarización de alumnos con necesidades específicas de apoyo educativo (artículo 111 
LEIB); la evaluación de directivos y de centros (artículos 132 y 160 LEIB); la coordinación con 
las direcciones territoriales (artículo 162 LEIB) y la supervisión de materiales didácticos y libros 
(DA 8 LEIB). 

Esta observación es esencial. 

D) Art. 8.1 sobre las directrices y planes y programes a fijar por el consejero competente. 

Es recomendable reformular el apartado para que se regule con claridad qué documentos de 
planificación se establecen. En una primera aproximación hay: directrices de actuación, 
planes plurianuales y programas anuales de actuación. Es importante que se fijen algunas 
características de estos documentos para que se distingan, si es que son necesarios los tres 
tipos. Por otro lado, sugerimos establecer que este tipo de documentos, de vigencia limitada, 
y que pueden incardinarse sin dificultad en la categoría de los actos administrativos, deben 
aprobarse por el consejero mediante resolución. No tiene sentido que se aprueben mediante 
orden, o reglamento de segundo nivel. 

E) El art. 13.3 sobre el nombramiento del jefe del Departamento. 

El diseño del reglamento conduce a un nombramiento especial de una persona en comisión 
de servicios (con el requisito que debe tener 3 años de antigüedad en el Cuerpo de 
Inspectores) por libre designación y durante cinco cursos escolares, a su vez, prorrogables. 

No se halla fundamento legal de esta medida que el reglamento propone de forma «creativa» 
ni tampoco se observa base técnica en la documentación del expediente. 

El artículo 88 de La LEIB ha establecido formas de provisión de puestos de trabajo mediante 
comisión de servicios de modo algo distinto a las normas generales de función pública. Las ha 
establecido para docentes, de forma motivada, para docentes y con respeto de los principios 
de igualdad, mérito, capacidad y publicidad y supone una reserva del puesto de trabajo de 
origen. Aquí, en cambio, se trata de una provisión por libre designación son el solo requisito 
de la publicidad y habiendo oído las asociaciones representativas. En cambio, nada justifica 
que tenga un plazo especial dicha comisión de servicio de cinco cursos escolares. Tratándose 
de un puesto de responsabilidad muy próximo al alto cargo y de nivel funcionarial, lo lógico 
es que sea mediante concurso de libre designación, con las garantías y deberes de este tipo 
de puestos. Es decir, de acuerdo con el artículo 80 del texto refundido del Estatuto Básico del 
Empleado Público de 2015 (RDL 5/2015, de 30 de octubre): 

Artículo 80. Libre designación con convocatoria pública del personal funcionario de carrera. 

1. La libre designación con convocatoria pública consiste en la apreciación discrecional por 
el órgano competente de la idoneidad de los candidatos en relación con los requisitos 
exigidos para el desempeño del puesto. 

2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto 
establecerán los criterios para determinar los puestos que por su especial responsabilidad 
y confianza puedan cubrirse por el procedimiento de libre designación con convocatoria 
pública. 
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3. El órgano competente para el nombramiento podrá recabar la intervención de 
especialistas que permitan apreciar la idoneidad de los candidatos. 

4. Los titulares de los puestos de trabajo provistos por el procedimiento de libre 
designación con convocatoria pública podrán ser cesados discrecionalmente. En caso de 
cese, se les deberá asignar un puesto de trabajo conforme al sistema de carrera profesional 
propio de cada Administración Pública y con las garantías inherentes de dicho sistema. 

Esta observación es esencial. 

F) El art. 14.3, respecto del nombramiento y cese de los inspectores adjuntos. 

Para estos puestos, puede justificarse de modo especial que se provea mediante concursos 
por libre designación, de modo que se favorezca que se configure un equipo directivo en la 
Inspección Educativa. La propuesta del jefe del Departamento puede ser aceptable pero debe 
reformularse el apartado. 

Además, tampoco tiene fundamento legal que el nombrado por libre designación para un 
puesto de inspector adjunto tenga que cesar «cuando cese el jefe del Departamento». Cada 
remoción o cese del puesto deberá justificarse de acuerdo con la normativa de la función 
pública docente o con la normativa básica estatal. 

G) El art. 20.3, en relación con la lista de participantes del concurso-oposición sin plaza. 

La propuesta hace interferir el proceso selectivo con el proceso de comisión de servicios para 
cubrir plazas vacantes de la Inspección Educativa, siendo además que no es necesario, si la 
participación en el proceso selectivo se valora debidamente en el proceso de comisión de 
servicios (art. 21 del mismo Proyecto) y teniendo presentes las observaciones ya formuladas. 

Esta observación no es esencial. 

H) En relación con el art. 22, acogida y tutoría de los inspectores seleccionados. 

En dicho precepto deben puntualizarse dos cuestiones. En primer lugar, quienes a los efectos 
del decreto son «nuevos inspectores». Conviene precisar porque tan «nuevo» puede ser un 
recién aprobado del proceso selectivo como un trasladado como un funcionar que accede a 
la inspección por comisión de servicios. 

En segundo lugar, el proceso selectivo exige además de oposición y concurso, un período de 
prácticas de carácter selectivo (tal como regula la Disp. Ad. 12 de la LOE). Este período de 
prácticas selectivo ni se apunta en el decreto proyectado, y no puede confundirse con el 
período de tutoría o de acogida. 

Es el decreto el momento y lugar oportunos para regular las funciones que la LOE reserva a 
las administraciones educativas en estos procesos. 

Esta observación es esencial. 

I) Respecto de la disposición adicional tercera del Proyecto sobre relaciones con los 
representantes de los inspectores. 

No hay ningún inconveniente en que el consejero o quien delegue mantenga reuniones con 
personas profesionales o de asociaciones y sindicatos de inspectores. Ahora bien, no hay que 
olvidar que la representación legal de los funcionarios, en sentido de negociación colectiva, 
está asignada por Ley a las Mesas de Negociación (y a las Juntas de Personal) aunque puedan 
ser sectoriales, deben ser tal como exige la Ley (para el caso, siendo funcionarios, el 
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TREBEP/2015 artículos 33 y ss.). Se sugiere añadir «sin perjuicio de la negociación colectiva 
asignada a la Mesa Sectorial de Educación». 

Esta observación no es esencial. 

J) En cuanto a la disposición derogatoria. 

Conviene aclarar si la Orden del consejero de Educación, Cultura y Universidades de 9 de julio 
de 2013, se mantiene en vigor, parcialmente, al menos, y si es así, incluirla en la derogación 
expresa. 

Esta observación no es esencial. 

Sin carácter esencial y en aras a mejorar el proyecto se sugiere una revisión lingüística 
completa, tanto en catalán como en castellano para evitar disfunciones o errores. 

CONCLUSIONES 

1.ª La presidenta de las Illes Balears está legitimada para solicitar el presente dictamen y es 
competente el Consejo Consultivo para su emisión, con carácter preceptivo. 

2.ª El procedimiento que se ha seguido para elaborar el Proyecto, en líneas generales es 
conforme a derecho. El Consejo de Gobierno de las Illes Balears es competente para su 
aprobación, una vez consideradas las observaciones que formula este dictamen. 

3.ª Deberán atenderse las observaciones que figuran en la consideración jurídica quinta 
calificadas de esenciales, a efectos de la utilización de la fórmula que corresponda de las 
previstas en el artículo 4.3 de la Ley 5/2010, de 16 de junio, reguladora del Consejo Consultivo 
de las Illes Balears («de acuerdo con el Consejo Consultivo» o «oído el Consejo Consultivo»). 

Palma, 19 de abril de 2023 

El presidente La consejera-secretaria 

Antonio José Diéguez Seguí Maria Ballester Cardell 




